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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 396/2020-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., veinte de octubre de dos mil veinte. 


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 396/2020-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del catorce de julio del presente año, se tuvo a **********, demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

Autoridad demandada:

-Supuesto Policía Vial de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí de nombre **********
Tercer Interesado: Grúas Zárate.
Acto que se impugna.- “**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las 10:00 diez horas del treinta y uno de agosto del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el siguiente: **********
En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja ********** de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario al aquí impetrante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


Tocante a la legitimación de la autoridad demandada la misma, se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el nombramiento que la acredita como tal según constancia que obra en autos a foja **********del expediente en que se actúa.  

En cuanto al Tercer Interesado Grúas Zárate, mediante auto del  once de agosto de este año, se le tuvo por precluido su derecho para apersonarse a juicio. 
CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 03 a la 07 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el caso que nos ocupa, no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno.  


SEXTO.-  El Primer Concepto de Impugnación que hace valer el actor es infundado de acuerdo a las siguientes consideraciones legales:

Dice el demandante que en la boleta de infracción impugnada, la autoridad demandada incumple con sus obligaciones de fundar y motivar de manera adecuada la conducta que le atribuye, consistente en “NO USAR CINTURÓN DE SEGURIDAD CONDUCTOR Y COPILOTO Y MANEJAR EN ESTADO DE EBRIEDAD”,  ya que no se expresó con claridad los motivos que dieron origen a la imposición de dicha infracción, pues debe establecerse en la boleta de infracción todas y cada una de las circunstancias que dieron origen a la emisión de dicho acto, entendiéndose por ello la expresión exacta  del motivo de la emisión.

Que  la autoridad estaba obligada a precisar cuál fue la metodología que utilizó para determinar que se encontraba en estado de ebriedad, mediante qué pruebas arribó a la conclusión de que se encontraba en ese estado, como lo es el certificado médico, la llamada prueba de alcoholímetro con los que se garantice la integridad de la prueba, documento con el cuál se aseguraría el resultado de la conducta supuestamente realizada, por lo que dice no es suficiente expresar una determinada conducta, sino que se debió establecer circunstancias específicas del motivo de la infracción, aspectos con los que se cumpliría la obligación legal de motivar la causa de la multa, ya que cuando la autoridad impone una multa  atribuyéndole la comisión hechos constitutivos  de una infracción, dicha autoridad tiene la carga de probar que el particular realizó los hechos que le atribuye, pues solo afrontando en tales casos la carga de la prueba, puede la autoridad satisfacer la debida fundamentación y motivación de sus actos, cumpliendo así  con las garantía de seguridad jurídica.

Que el señalamiento de manejar en estado de ebriedad, debió realizarlo un profesionista con las facultades y conocimientos técnicos así como con pruebas científicas que permitiesen conocer de manera clara y con una descripción pormenorizada la metodología que se utilizó para concluir que se encontraba en estado de ebriedad, dejándolo en estado de indefensión.

Que si bien es cierto que señaló que se le trasladó con el médico legista arrojando resultado de .033, no menos cierto es que no establece, nombre, grado de estudios, cédula profesional del supuesto profesionista, ya que tampoco señala a que se refiere con .033.   
Que suponiendo sin conceder que haya sido cierto haber cometido la falta, la demandada debió realizar las pruebas científicas y sobre todo anexarlas al documento llamado infracción.

Que en el artículo 160 del Reglamento de Tránsito del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, se observa las pruebas que debieron haberse realizado y que desde luego, no se realizaron, que se le debió poner ante la autoridad competente, hecho que no aconteció, que entonces al no encontrarse motivación, resulta ilegal el acto que se combate.  

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario remitirnos al acto que se impugna,  el cual se encuentra agregado en autos a ********** de este expediente y del que se desprende el siguiente recuadro: 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACION

DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 176 PÁRRAFO SEGUNDO, 197 Y DEMÁS RELATIVOS DEL REGLAMENTO DE TRÁNSITO DEL MUNICPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.

	MOTIVO DE LA INFRACCIÓN
	ARTÍCULO
	FRACCIÓN
	INCISO
	LEY/O REGLAMENTO

	No usar cinturón de seguridad conductor y copiloto.

Manejar en estado de ebriedad. 

	110
161
	III
	
	Reglamento de Tránsito Municipal Vigente del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez.  


De lo anterior, se desprende que la fundamentación en que se basó la autoridad para levantar la infracción, fueron los artículos 110 y 160 fracción III del Reglamento de Tránsito Municipal Vigente del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí. 
Para una mayor claridad, se hace necesario transcribir los artículos en que se fundamentó la autoridad demandada, mismos que al respecto establecen en su parte conducente lo siguiente: 

Artículo 110. Es obligatorio para los conductores y pasajeros el uso del cinturón de seguridad.

Artículo 161. Los resultados que el médico legista emita serán evaluados de la siguiente manera:

III. Estado de ebriedad. Es determinado cuando en las pruebas clínicas neurológicas la manifestación en la intensidad de las potencialidades psíquicas y somáticas es severo y muestra valores en alcohol sensor superiores a 0.25 moléculas de alcohol en aire espirado, independientemente de su tolerancia.

La motivación en que se basó la autoridad para la emisión de tales actos, consistió en:

- No utilizar cinturón de seguridad conductor y copiloto.     

- Manejar en estado de ebriedad. 

Más adelante en el apartado de OBSERVACIONES, aparece una leyenda que dice:

“Sobre circulación se observó vehículo sedán panel color gris con dos tripulantes, de los cuáles el copiloto no usaba el cinturón de seguridad, al dialogar con el conductor, expide aliento alcohólico, por lo que se traslada al médico legista, arrojando resultado 0.33, vehículo se deposita en pensión zárate”
De lo anterior se concluye que el acto que se impugna, particularmente en lo que se refiere a las infracciones, sí se encuentra fundado y motivado, puesto que se citaron los preceptos legales que le sirvieron de apoyo a la autoridad para su emisión, una fundamentación y motivación corta pero suficiente que la llevó a la conclusión de que los hechos en que participó el hoy actor, encuadraron en la hipótesis de los artículos señalados en el recuadro citado con antelación.
Aunado a lo anterior y para efectos de abundar más en la motivación en que se basó la demandada para encuadrar las infracciones en que incurrió el hoy actor, señaló de manera clara y precisa que cuando se encontraba en circulación, observó un vehículo sedán panel, color gris con dos tripulantes, que el copiloto no usaba el cinturón de seguridad y que al dialogar con el conductor, expedía  aliento alcohólico.

Que por ese motivo lo trasladó al médico legista para que le realizara las pruebas conducentes y detectar así el grado y tipo de intoxicación, lo que arrojó como resultado 0.33.   

Entonces, de acuerdo a los resultados arrojados por parte del médico legista, la autoridad demandada encuadró una de las conductas infractoras en la hipótesis de manejar en ESTADO DE EBRIEDAD, lo que quiere decir que el estado etílico en que se encontró al entonces conductor, lo determinó un profesionista con las facultades y conocimientos técnicos que permitieron conocer de manera clara y con una descripción pormenorizada, la metodología que se utilizó para concluir que se encontraba en estado de ebriedad. 

Aunado a lo anterior, es preciso señalar que la autoridad demandada previo a infraccionar al actor por encontrarse en Estado de Ebriedad, se ajustó al procedimiento señalado en el artículo 160 del citado Reglamento, lo cual para una mejor comprensión se transcribe textualmente y que dice:   

“Artículo 160. Cuando un conductor viole disposiciones del Reglamento y además muestre signos de encontrarse bajo el influjo de alcohol o incoordinación motora, procederá lo siguiente:

I. Deberá presentarse inmediatamente ante el médico legista de la Dirección;

II. Realizar examen clínico de evaluación neurológica;

III. En caso de que proceda, se complementará con prueba de alcohol sensor u otra;

IV. En un parte médico se presentará el resultado o certificado correspondiente; y

V. Será puesto a disposición de autoridad competente con la siguiente clasificación:

a) Aliento alcohólico apto para conducir;

b) Aliento alcohólico inepto para conducir;

c) Estado de ebriedad; y

d) Estado de intoxicación.”
Para el caso que nos ocupa, de acuerdo a los resultados arrojados por parte del médico legista y que lo fueron de 0.33 moléculas de alcohol aspirado, se le encontró en estado severo con muestras superiores a 0.25 moléculas de alcohol aspirado, motivos por los que encuadró en la hipótesis de la fracción III del aludido artículo 161 del citado Reglamento.

Es cierto que en el acto que se impugna no fue señalado el nombre, grado de estudios, cédula profesional del supuesto profesionista, sin embargo, también es cierto que la ley no obliga a la demandada a señalar tales datos en sus actos administrativos como el que se impugna, apreciando que la demandada se ajustó a lo que la ley le permitió.

De la misma manera, también es cierto que la demandada solamente señaló que el médico legista arrojó como resultado 0.33, sin especificar a qué se refería con ello, sin embargo, también es muy cierto que el actor como conductor de vehículo, se encuentra obligado a conocer las disposiciones tanto de la Ley de Tránsito como de sus Reglamentos, en el entendido de que el desconocimiento de la ley a nadie beneficia, de ahí lo improcedente de su argumento.    
Aunado a lo anterior, el acto que se impugna, contiene las circunstancias de tiempo, modo y lugar que dieron origen a la emisión del mismo como lo son, el que los hechos **********
Además, los preceptos legales en que se fundamentó dicha autoridad para llevar a cabo actos como el que nos ocupan, fueron  los artículos 21 párrafo IX (NOVENO) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, 3 y 4 de la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Pública; 1, 2, 3, y 4 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; 1, 2, 4, 13 y 15 fracción VI y 16 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí; 1, 2 y 4 del Reglamento de Tránsito Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí; llevando cabalmente el procedimiento establecido en los artículos 82, 84, 90 y 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí; 170, 171, 172 y 173 del Reglamento de Tránsito Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, tal y como así se hace constar en el acto que se combate. 

Para concluir, es importante señalar que el acto que recurre el actor, fue consentido de manera voluntaria en su contenido total, puesto que así se encuentra acreditado en la parte inferior derecha de dicho acto, en donde se aprecia con toda claridad que el entonces conductor, estampo de su puño y letra tanto su nombre como su firma, lo que trae en consecuencia un consentimiento expreso que no admite prueba en contrario, de ahí lo infundado de este Concepto.      

En un Segundo Concepto de Impugnación el actor hace valer agravios encaminados a señala una INDEBIDA IDENTIFICACIÓN DEL SUPUESTO POLICÍA VIAL, transcribiendo para ello el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en sus fracciones I y II que en su parte conducente señala lo siguiente: 

“ARTICULO 91. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos: 

I.- Nombre y cargo de quien levanta la boleta; 

II.-  La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables;

Más adelante, señala que la autoridad demandada lesiona su interés jurídico, ya que dice no cumplió con su obligación de identificarse plenamente como lo ordena el artículo 91 de la Ley en comento.    

Dice además que la fundamentación de la personalidad del agente de tránsito no se satisface de manera efectiva con un simple GAFETE, ya que no cumple en estricto sensu con todos y cada uno de los requisitos que enumera el dispositivo legal ya referido en líneas precedentes. 

Que en el caso que nos ocupa, establece un registro de credencial con el que no se colman los requisitos, con lo que no se acreditan suficientemente las facultades otorgadas para levantar infracciones, pues debe existir una credencial  en la que se aprecie la temporalidad de la vigencia otorgada por FUNCIONARIO PÚBLICO COMPETENTE, que le otorgue el carácter de policía de tránsito incorporado al cuerpo de Agentes de Policía Vial Municipal, lo cual no ocurrió en el presente caso, así mismo no señala la fecha de expedición y la vigencia es incorrecta. 

Que en ese contexto, no se identificó como lo establece el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública Estatal, transcribiendo él artículo en mención de la siguiente manera:

“ARTICULO 34. Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional. 

Las credenciales serán plásticas o de papel especial, con textura gruesa y enmicada, debiendo contener el nombre, grado, fotografía, huella digital, grupo sanguíneo, fecha de expedición, firma del interesado, clave de inscripción en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, y clave única del Registro de Población; así como, en su caso, la inscripción voluntaria de donación de órganos en caso de fallecimiento. 

Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas.

Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego. 

Los servidores públicos a que se refiere este artículo incurrirán en responsabilidad, cuando expidan credenciales a personas que no pertenezcan a las instituciones de seguridad pública.”

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto es necesario remitirnos al acto que se impugna,  el cual se encuentra agregado en autos a foja **********de este expediente y del que se desprende el siguiente recuadro: 

	DATOS DEL POLICIA

	NOMBRE:

**********

	N° DE GAFETE 

**********
	CARGO

Policía Vial 
	VIGENCIA

01 Enero 2020 - 30 junio 2020 

	GAFETE EXPEDIDO POR:

Director General de Seguridad Pública Municipal-Soledad de Graciano Sánchez, Oficial Mayor del Municipio de  Soledad de Graciano Sánchez.


De recuadro anterior, se desprenden los datos relativos a la autoridad que emitió el acto como lo son: el nombre y cargo de quien levantó la boleta de infracción, la credencial con que se identificó, la vigencia de dicha credencial, siendo ésta del primero de enero del año  2020 al 30 de junio del año 2020, así como la autoridad que expidió dicha credencial como lo es el Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí.

Con lo  anterior, se colma el requisito  de la circunstanciación a que se refiere la fracción II del artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública Estatal, puesto que fueron señalados   los datos de la credencial con que se identificó la autoridad demandada  como lo son el nombre, cargo, el número de credencial, su  vigencia de seis meses así como la autoridad que expidió dicha credencial siendo el Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez.
Además, se advierte que con la credencial con que se identificó la autoridad demandada, dada su vigencia en la fecha, hora y lugar en que sucedieron los hechos, la autoridad demandada sí tenía facultades para emitir el acto que se impugna, puesto que fue precisamente el Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, quien le expidió la credencial con que se identificó el Policía y que lo facultó para aplicar la boleta de infracción que se recurre.

Lo anterior es así ya que de acuerdo a lo que establecen las fracciones VI y VII del artículo 15 de la multicitada Ley de Tránsito, se señalan como atribuciones del Director de tránsito municipal o su equivalente, dentro de su jurisdicción territorial, las siguientes: 

“VI. Elaborar, por conducto de los agentes, las boletas de infracción y sanción a conductores y vehículos por las violaciones cometidas a la presente Ley y sus reglamentos; 

VII. Sancionar a los sujetos infractores de esta Ley, de los reglamentos municipales y de los bandos de policía y gobierno, por conducto de los agentes de tránsito municipales, o de los elementos operativos competentes que se establezcan en los reglamentos municipales;”

En este contexto, el artículo 91 de la Ley de Tránsito en comento, establece que para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción que contendrá nombre y cargo de quien la levanta; la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, para lo cual adicionalmente anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables. 

El artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, en la parte que nos ocupa, señala lo siguiente: 

“ARTICULO 34. Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional.

(…)

Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas. Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego.”
De lo anterior se concluye que corresponde al Director de tránsito municipal o su equivalente, por conducto de los agentes de tránsito, la elaboración de boletas de infracción y sanción a conductores por violaciones cometidas a la Ley de Tránsito del Estado y sus reglamentos y que las boletas de infracción, deben contener obligatoriamente, la circunstanciación de los datos de la credencial con que se identifique el agente de tránsito, entre otros, el relacionado con el de la autoridad que lo expide. 
Además, en términos del artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Publica, los cuerpos de seguridad deben dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como lo es el caso que nos ocupa. 
Con todo lo anteriormente señalado se concluye que la autoridad demandada acreditó suficientemente las facultades otorgadas para emitir el acto que nos ocupa, al haberse identificado con el Gafete que fue señalado en el acto impugnado y en el que se apreció la temporalidad de la vigencia otorgada por el funcionario público facultado para ello como o fue el Director General de Seguridad Pública Municipal-Soledad de Graciano Sánchez, quien le otorgó el carácter de policía de tránsito incorporado al cuerpo de Agentes de Policía Vial Municipal, de ahí que este concepto de estudio sea declarado infundado.   

Es importante señalar que todo acto de autoridad goza de presunción de legalidad, misma que puede ser desvirtuada por quien lo impugna.

En el caso en particular, para desvirtuar la legalidad del acto que se impugna, la carga de la prueba corre a cargo del actor, en el sentido de que los hechos consignados por parte de la demandada en el acto de autoridad, no son ciertos, sin embargo, el hoy demandante aportó como medio de prueba los siguientes documentos:

- **********Documentos a los que se les otorga valor probatorio pleno en términos del artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin embargo, con dichos documentos  solamente se prueba lo en ellos contenido, esto es:

Con **********, se acredita solamente que el actor en su calidad de contribuyente, realizó el pago ante la Tesorería Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, por ********** por concepto de las multas derivadas de las infracciones contenidas en el acto que se impugna. 

En lo que se refiere a la copia simple de **********
Por su parte, **********,la persona moral Súper Servicio Zárate, llevó a cabo el inventario del vehículo del actor, mismo que sería depositado en la dirección que ahí se indica.

Sin embargo, con ninguno de esos documentos probatorios se desvirtúa o se destruye en lo absoluto el acto que se impugna.   

Por su parte, la autoridad demandada al emitir su contestación de demanda manifestó que: 
“… la boleta de infracción impugnada cuenta con la debida fundamentación y motivación, por el hecho de que la credencial de identificación referida sí cumple con lo dispuesto por el citado artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública, pues si bien es verdad que el artículo 6° fracción I de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, establece que la calidad de agente de tránsito se acreditará con la credencial que se expida  en los términos del artículo 34 de la Ley del Sistema…”    

“… el concepto de impugnación que hace valer la parte demandante, carece de sustento legal alguno y en contra de las propias constancias de autos, ya que de la anterior transcripción del contenido de la propia boleta de infracción, se desprende que contrario a lo que  sostiene la parte inconforme, sí se especificó el sustento jurídico de las funciones, facultades y atribuciones del Agente de Policía Vial que elaboró la boleta de infracción…”     

     Argumento que resulta procedente, ya que es coincidente con el criterio que ha quedado asentado en la presente resolución.  
Con todo lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada, sí cumplió con todos y cada uno de los requisitos contenidos en los artículos 14 y 16 Constitucional en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, de lo que se tiene entonces que el acto que se combate sea declarado como legal y válido. 

En cuanto a las pretensiones señaladas por el demandante, las mismas resultan improcedentes, ya que para su procedencia se hacía necesario haber declarado la nulidad del acto que se combate, sin que en el presente caso así haya sucedido. 

En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al hoy actor para que proceda la nulidad del acto reclamado, al haberse declarado sus conceptos de impugnación infundados, de acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor, debiendo hacerlo a las autoridades demandadas por medio de oficio con copia certificada de la presente resolución.  

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.





